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inicia reconociendo este extremo: «se suscita el presente 
incidente habida cuenta de la falta de acuerdo entre las 
partes respecto de la adjudicación y dación de posesión 
de los bienes hereditarios que dieron lugar en su día al 
cuaderno particional que fue aprobado íntegramente por 
este Juzgado» (FJ 1). Las cuestiones objeto de litigio no 
son, por consiguiente, nuevas pues el objeto procesal 
viene constituido por elementos que estaban o previa-
mente divididos (como la antojana o el hórreo) o tenían 
una mínima incidencia material en los derechos de las 
partes, como la compatibilización entre el uso y la propie-
dad de la «subidoira» o la propiedad de un espacio vacío 
como el «caramanchón».

Calificado el Auto como no definitivo, el fundamento 
jurídico segundo procede a aplicar la legislación corres-
pondiente, concretamente el art. 455.1 LEC, que no per-
mite el recurso de apelación en este tipo de Autos. Final-
mente, este mismo fundamento cita los arts. 787 y 788 de 
la propia LEC, relativos a la aprobación de las operaciones 
divisorias y entrega de bienes adjudicados a cada here-
dero. Basta indicar que en tales artículos no está previsto 
el recurso de apelación y que, de acuerdo con los mis-
mos, los disconformes podrán discutir los derechos «que 
crean corresponderles sobre los bienes adjudicados en el 
juicio ordinario que corresponda», para excluir una pre-
sunta indefensión y concluir que la resolución impugnada 
no incurre en error, irrazonabilidad o arbitrariedad, lo que 
conduce a la denegación del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña María Josefa 
Menéndez García.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a tres de abril de dos mil seis.–María 
Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–Roberto 
García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–
Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y 
rubricado. 

 8133 Sala Primera. Sentencia 103/2006, de 3 de abril 
de 2006. Recurso de amparo 3692-2002. Pro-
movido por don Cristóbal Vergara Carvajal 
respecto a las resoluciones de la Audiencia 
Provincial de Barcelona que inadmitieron sus 
demandas de audiencia al rebelde en un litigio 
sobre demolición de obra en la parcela de una 
urbanización.

 Alegada vulneración del derecho a la tutela 
judicial sin indefensión: inadmisión de recurso 
de amparo por defectos del agotamiento de 
los recursos en la vía judicial civil previa.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3692-2002, promovido 
por don Cristóbal Vergara Carvajal, representado por la 
Procuradora de los Tribunales doña Paloma García Gonzá-
lez y bajo la dirección del Letrado don José Pablo Utrillas 
Urban, contra la providencia de la Sección Primera de la 
Audiencia Provincial de Barcelona de 26 de marzo 
de 2002, dictada en el rollo de apelación núm. 46/99, 
dimanante de autos de cognición 650/93 del Juzgado de 
Primera Instancia núm. 3 de Granollers, así como contra 
el Auto de 15 de noviembre de 2001 dictado por la misma 
Sala por el que se inadmite a trámite la demanda de juicio 
ordinario para la rescisión de Sentencia firme planteada 
por el demandante. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y 
ha sido Ponente el Magistrado don Pablo Pérez Tremps, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El día 13 de junio de 2002 se registró en este Tribu-
nal escrito firmado por el Abogado don Luis Miguel Ruiz 
González manifestando el propósito de don Cristóbal Ver-
gara Carvajal de interponer recurso de amparo contra la 
providencia de 26 de marzo de 2002 de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona, dictada en el rollo de apelación 
núm. 46/99, que fue formado para tramitar recurso de 
apelación contra la Sentencia dictada en primera instan-
cia por el Juzgado núm. 3 de Granollers en el juicio de 
cognición 650/93. A dicho escrito se acompañaba copia 
del reconocimiento del derecho de asistencia jurídica gra-
tuita al Sr. Vergara y de una providencia dictada por la 
Audiencia Provincial de fecha 8 de mayo de 2002 acor-
dando la suspensión del plazo para la interposición del 
recurso de amparo.

2. El 18 de julio de 2002, después de efectuadas las 
designaciones de Procurador y Abogado por los Ilustres 
Colegios de Madrid y de ser recabada la aportación de 
determinada documentación, la Sección Segunda del Tri-
bunal Constitucional, a la que se había repartido el escrito 
de 13 de junio de 2002, del que queda hecha mención, 
acordó, por medio de diligencia de ordenación dictada 
por su Secretario de Justicia, conceder al Procurador y 
Abogado designados un plazo de veinte días para que 
formalizaran la demanda de amparo o, en su defecto, 
para que dieran cumplimiento a lo dispuesto en los 
arts. 32 y ss. de la Ley 1/1996.

3. Por escrito registrado en este Tribunal el día 5 de 
septiembre de 2002 la Procuradora doña María Paloma 
García González, en nombre y representación de don Cris-
tóbal Vergara Carvajal, interpuso demanda de amparo 
constitucional contra las resoluciones judiciales de que se 
hace mérito en el encabezamiento por entender que vul-
neraban el art. 24.1 CE.

4. La demanda de amparo tiene su origen en los 
siguientes hechos:

a) En el año 1993 don Ramón García Muñoz y doña 
Eulalia Ruedas Pérez, propietarios de la finca núm. 23 de 
la urbanización Can Fabrera, sita en Bigues y Riells (Gra-
nollers, Barcelona), presentaron demanda contra el pro-
pietario de la finca núm. 22 de dicha urbanización, a la 
sazón don Diego Rodríguez Moya, para que éste fuera 
condenado a la demolición de una parte de la edificación 
construida en la parcela de su propiedad por invadir la de 
los actores.

b) La demanda fue admitida a trámite y se ordenó el 
emplazamiento del demandado. No se pudo practicar 



BOE núm. 110 Suplemento Martes 9 mayo 2006 7

esta diligencia en su domicilio, pues el agente judicial que 
se constituyó en el mismo comprobó que ni residía allí ni 
«según manifestaciones de la vecindad» era conocido. 
Así las cosas, los demandantes solicitaron que el empla-
zamiento se efectuara mediante edictos, siendo aceptada 
dicha petición en providencia de 3 de junio de 1995.

c) Antes de acordar el emplazamiento del deman-
dado por edictos, concretamente el 14 de septiembre 
de 1994, los demandantes, alegando haber tenido noticia 
de que el demandado se proponía enajenar la finca liti-
giosa, solicitaron la anotación preventiva de la demanda, 
petición a la que el Juzgado accedió casi dos años des-
pués, concretamente en providencia de 6 de mayo 
de 1996, subordinando la anotación a que los demandan-
tes prestaran fianza por importe de 100.000 pesetas, que 
no consta que fuese constituida por aquéllos. Con poste-
rioridad, mediante escrito presentado en el Juzgado el 12 
de junio de 1997, los demandantes solicitaron que, 
habiendo tenido conocimiento de que la parcela había 
sido comprada por don Cristóbal Vergara Carvajal, fuese 
comunicada a este último la existencia del proceso «al 
objeto de que pueda realizar las manifestaciones que 
estime pertinentes, evitándose con ello una posible inde-
fensión». No consta que esta petición fuese proveída por 
el Juzgado, cuya siguiente resolución, de fecha 20 de 
octubre de 1997, acordaba la declaración de rebeldía del 
demandado y el señalamiento de la vista del juicio para 
el 10 de noviembre de 1997. Entre tanto, el 3 de mayo 
de 1996, el demandado Sr. Rodríguez Moya había ven-
dido la parcela de su propiedad al Sr. Vergara Carvajal, 
demandante de amparo, sin que en la escritura a través 
de la cual se instrumentó la transmisión de la titularidad 
de la finca se hiciese constar que la misma era litigiosa.

d) En fecha 18 de mayo de 1998 el Juzgado dictó 
Sentencia desestimando la demanda. La Sentencia fue 
notificada el 22 de octubre de 1998 al Sr. Rodríguez Moya, 
a quien igualmente se le dio traslado del recurso de ape-
lación interpuesto por los actores, en el que tampoco 
compareció. Por Sentencia de 19 de septiembre de 2000 
de la Audiencia Provincial de Barcelona se estimó el seña-
lado recurso y se condenó a realizar la demolición de la 
construcción solicitada en la demanda.

e) El 26 de febrero de 2001 el Sr. Vergara Carvajal, 
demandante de amparo, presentó en el Juzgado un 
escrito pidiendo la suspensión de los plazos procesales 
cuyo transcurso le pudiera perjudicar alegando que, al 
tener conocimiento de la Sentencia de la Audiencia, había 
solicitado el reconocimiento del derecho de asistencia 
jurídica gratuita. El día 27 de marzo de 2001 le fue desig-
nado Abogado de oficio, quien, una vez subsanadas 
determinadas deficiencias, se personó en el proceso y 
pidió una copia de las actuaciones el 17 de mayo de 2001. 
Tal personación fue aceptada en providencia de 20 de 
junio de 2001. En la misma fecha se dictó Auto admitiendo 
la demanda de ejecución de la Sentencia dictada por la 
Audiencia, siguiéndose el referido proceso tanto contra el 
condenado como contra el demandante de amparo.

f) El 1 de octubre de 2001 el Sr. Vergara presentó 
ante la Audiencia Provincial de Barcelona demanda en 
solicitud de que se acordase la rescisión de la Sentencia 
dictada el 19 de septiembre de 2000, mediante la que, 
estimando el recurso de apelación, se condenó a la per-
sona de la que traía causa la adquisición de su dominio 
sobre la parcela a que demoliese parte de la construcción 
realizada sobre la misma, fundamentando dicha preten-
sión en la indefensión sufrida en dicho proceso, que se 
tramitó sin que tuviera posibilidad de intervenir en el 
mismo, pese a que, tanto el Juzgado como la Audiencia, 
tenían conocimiento de la transmisión efectuada por el 
demandado, Sr. Rodríguez Moya y, no obstante ello, no 
llamaron al proceso al demandante de amparo, aunque 
así lo solicitaron los actores en la instancia judicial.

g) El 15 de noviembre de 2001 la Sección Primera de 
la Audiencia Provincial de Barcelona dictó Auto inadmi-
tiendo la demanda «por no haberse acreditado los presu-
puestos inexcusables para su viabilidad conforme al 
art. 403 LEC», porque «no se alega por el demandante la 
concurrencia de ninguna de las causas expresadas en el 
art. 501 LEC 2000 limitando su exposición a la cita de su 
primer párrafo, como si a todo rebelde, y por el solo 
hecho de serlo, se le reconociera la facultad de instar la 
revisión de una sentencia firme, cuando lo previsto por la 
ley es precisamente todo lo contrario, el carácter excep-
cional de la revisión, sólo admisible si concurre alguno de 
los supuestos tasados que se establecen». El Auto fue 
notificado el 1 de marzo de 2002 al Letrado designado de 
oficio para la defensa y legal representación del recu-
rrente.

h) El 7 de marzo de 2002 se registra en la oficina de 
reparto de la Audiencia de Barcelona una nueva demanda 
de rescisión de la Sentencia de 19 de septiembre de 2000, 
que es una reproducción de la presentada el 1 de octubre 
de 2001 y un escrito mediante el que el Sr. Vergara, que se 
dice asistido por el Letrado don Luis Miguel Ruiz Gonzá-
lez, interpone recurso extraordinario por infracción proce-
sal contra el Auto de 15 de noviembre de 2001, solicitando 
al propio tiempo que se le designara «abogado y procura-
dor de turno de oficio de los respectivos colegios profe-
sionales de Barcelona y Madrid para la defensa y repre-
sentación del demandante en la sustanciación del 
presente recurso».

i) La Sección Primera de la Audiencia Provincial de 
Barcelona por providencia de 26 de marzo de 2002 acordó 
unir al rollo los anteriores escritos y estar a lo acordado 
en el Auto de 15 de noviembre de 2001. Dicha providencia 
fue notificada personalmente al recurrente por correo cer-
tificado el 11 de abril de 2002.

j) El 2 de mayo de 2002 el Sr. Vergara presenta en la 
Audiencia escrito comunicando su propósito de interpo-
ner recurso de amparo, al que se acompaña solicitud de 
reconocimiento del derecho de asistencia jurídica gratuita 
de la misma fecha, que da lugar a la providencia de 8 de 
mayo de 2002 en la que se acuerda, con suspensión del 
plazo para la interposición de recurso de amparo constitu-
cional, que se proceda al nombramiento de Procurador y 
Abogado de Madrid. Dicha providencia fue notificada per-
sonalmente al recurrente por correo certificado el 15 de 
mayo de 2002.

5. El recurrente se queja de que se le ha vulnerado el 
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión que se reconoce en el artículo 24.1 CE. Considera 
que las resoluciones judiciales frente a las que se plantea 
la presente demanda de amparo determinan el cierre defi-
nitivo de un proceso en el que se ha dictado una Senten-
cia que le perjudica sin haber tenido posibilidad de inter-
venir en la tramitación del mismo.

6. La Sección Segunda del Tribunal Constitucional 
acordó, por providencia de 20 de enero de 2004, admitir a 
trámite la demanda de amparo, tener por personada a la 
Procuradora del recurrente y requerir a la Sección Primera 
de la Audiencia Provincial de Barcelona y al Juzgado de 
Primera Instancia núm. 3 de Granollers para que remitie-
ran testimonio de las actuaciones y emplazaran a quienes 
fueron parte en el mencionado procedimiento, con excep-
ción del recurrente en amparo.

7. La Sección Segunda del Tribunal Constitucional, por 
diligencia de ordenación de 4 de mayo de 2004, acordó, 
de conformidad con lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar 
vista de las actuaciones del presente recurso de amparo 
por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y a 
las partes personadas para que dentro de dicho término 
presentaran las alegaciones pertinentes.
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8. El 27 de mayo de 2004 tuvo entrada en este Tribu-
nal escrito de alegaciones presentado por la representa-
ción del recurrente, que insiste en las mantenidas con 
anterioridad en su recurso de amparo.

9. Por escrito registrado el 3 de junio de 2004 el 
Ministerio Fiscal, cumplimentando el trámite de alegacio-
nes, interesó la desestimación del amparo por considerar 
que no se cumplen los presupuestos de admisión de la 
demanda previstos en el art. 44 LOTC, concretamente el 
del plazo para la presentación de la demanda y el de ago-
tamiento de la vía judicial. Respecto del primero el Minis-
terio Fiscal señala que, aunque se notificó al Abogado del 
Sr. Vergara Carvajal el Auto objeto de recurso el día 1 de 
marzo de 2002, el primer escrito comunicando que se pro-
ponía interponer recurso de amparo no fue registrado en 
este Tribunal hasta el día 13 de junio de 2002, esto es, 
transcurrido el plazo de veinte días establecido en el 
art. 44.2 LOTC. Por lo que se refiere al segundo requi-
sito –agotamiento de la vía judicial– el Ministerio Fiscal 
considera la improcedencia tanto de la nueva demanda 
de rescisión como del recurso por infracción procesal que 
fueron interpuestos por el recurrente en amparo. Por 
último, el Ministerio Fiscal hace constar que la providen-
cia dictada por la Audiencia Provincial en fecha 26 de 
marzo de 2002 por la que se acordó unir al rollo corres-
pondiente los escritos arriba señalados no fue recurrida 
por el Sr. Vergara Carvajal, de lo que deduce una nueva 
causa de inadmisibilidad de la demanda conforme al 
art. 44.1 a) LOTC.

También señala el Ministerio Fiscal que, en el caso de 
que no prosperaran los óbices procesales suscitados, 
debería entenderse que se ha producido la alegada lesión 
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), pues, 
en primer lugar, los derechos e intereses del demandante 
de amparo resultaron afectados por la Sentencia dictada 
en el proceso, ya que se condenó a la demolición de parte 
de la construcción existente en una parcela cuyo dominio 
adquirió después de constituida la relación procesal e 
ignorando su existencia; en segundo lugar porque el 
demandante de amparo no pudo tener intervención 
alguna en dicho proceso, pues el Juzgado denegó expre-
samente su llamamiento al mismo; y, por último, porque 
la respuesta de la Audiencia a su solicitud de rescisión de 
la Sentencia resulta ser, en opinión del Ministerio Fiscal, 
irrazonable.

10. Por providencia de 30 de marzo de 2006 se 
señaló, para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia, el día 3 de abril siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo es deter-
minar si el demandante ha sufrido indefensión por haber 
impedido de forma injustificada la Audiencia Provincial 
de Barcelona su intervención en el proceso civil del que 
trae causa la petición de amparo. No obstante, con carác-
ter previo al examen de la pretensión deducida en amparo 
hemos de considerar las alegaciones de admisibilidad 
formuladas por el Ministerio Fiscal. Éste, como ha que-
dado expuesto, opuso como obstáculo procesal a la 
admisión de la demanda de amparo la causa de inadmi-
sión prevista en el artículo 50.1 a) LOTC, por el doble 
motivo de no haberse interpuesto el recurso de amparo 
en el plazo de caducidad de veinte días establecido en el 
art. 44.2 LOTC y de no haberse agotado la vía judicial, 
como exige el art. 44.1 a) LOTC.

2. El cumplimiento del plazo previsto en el art. 44.2 LOTC 
no constituye una exigencia formal sin justificación, sino 
que representa una garantía sustancial de seguridad jurí-
dica que actúa como plazo de caducidad, improrrogable y 
de imposible suspensión. En razón de ello, la fecha en que 
ha de iniciarse el cómputo del referido plazo es aquélla en 

la que al demandante de amparo se le notifica o tiene 
conocimiento suficiente o fehaciente de la resolución que 
pone fin a la vía judicial previa, sin que puedan tomarse 
en consideración los recursos notoriamente inexistentes 
o inviables que se interpongan con posterioridad a dicha 
fecha (por ejemplo, STC 245/2000, de 16 de octubre, FJ 2, 
y las numerosas allí citadas).

En el presente caso, ha podido advertirse que, como 
señala el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, la 
demanda incurre en la causa de inadmisión establecida 
en el art. 50.1 a) LOTC, en relación con el art. 44.2 del 
mismo texto normativo. En efecto, consta en las actuacio-
nes que el Auto dictado por la Audiencia Provincial de 
Barcelona inadmitiendo la demanda de rescisión fue noti-
ficado al Abogado que ostentaba la representación proce-
sal del Sr. Vergara el 1 de marzo de 2002. Como quiera 
que hasta el 13 de junio de 2002 no se registró en este 
Tribunal el primer escrito comunicando el propósito de 
interponer recurso de amparo, es obvio que para enton-
ces había transcurrido con creces el plazo de caducidad 
establecido en el art. 44.2 LOTC para la iniciación de este 
proceso constitucional. Ello sería así incluso en el caso de 
considerar que dicho plazo estaba interrumpido por la 
decisión de la Audiencia Provincial de 8 de mayo de 2002, 
por la que se suspende el plazo para la interposición del 
recurso de amparo constitucional y se indica que se pro-
ceda a nombrársele Abogado y Procurador de Madrid, ya 
que dicha resolución se adopta en respuesta al escrito del 
Sr. Vergara del día 2 del mismo mes, fecha en la que tam-
bién había caducado el plazo de veinte días previsto en el 
art. 44.2 LOTC.

Por otra parte, durante dicho período de tiempo el 
Sr. Vergara o su representación y defensa en el proceso 
no habían permanecido inactivos; antes al contrario, al 
tener noticia el 1 de marzo de 2002 de la inadmisión de la 
demanda de rescisión, reproducen su pretensión el día 7 
de marzo, fecha en la que igualmente interponen recurso 
por infracción procesal contra el Auto de la Audiencia 
de 15 de noviembre de 2001. Estas vías de impugnación 
se manifiestan absolutamente improcedentes porque, en 
el primer caso, se trata de la reproducción de una preten-
sión que ya ha sido rechazada y, en el segundo, porque el 
recurso por infracción procesal, conforme a la disposición 
final 16 de la Ley de enjuiciamiento civil (LEC 2000), tiene 
que interponerse simultáneamente con el de casación 
hasta que se atribuya a los Tribunales Superiores de Jus-
ticia competencia para su conocimiento, lo que aquí no se 
ha efectuado, ni se podía tampoco realizar porque el 
recurso de casación sólo es susceptible de interposi-
ción contra Sentencias dictadas en segunda instancia 
(art. 477.2 LEC 2000). En conclusión, el recurso por infrac-
ción procesal es manifiestamente improcedente, por lo 
que su utilización supone un alargamiento artificial del 
plazo para la presentación de la demanda de amparo.

En todo caso, como también señala el Ministerio 
Fiscal, aun en el caso de que no se considerase impro-
cedente el mencionado recurso, la demanda sería 
igualmente inadmisible en virtud de lo dispuesto en el 
art. 44.1 a) LOTC, toda vez que la resolución recurrida en 
amparo era susceptible de ser impugnada mediante el 
correspondiente recurso de reposición.

En tales circunstancias, como hemos venido manifes-
tado en innumerables Sentencias (desde la STC 8/1981, 
de 31 de mayo, FJ 1) cualquier pronunciamiento de fondo 
supondría ignorar el carácter subsidiario que en nuestro 
sistema de protección de los derechos y libertades tiene el 
recurso de amparo.

Esta circunstancia veda el análisis de las cuestiones 
de fondo planteadas en la demanda a este respecto.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el recurso de amparo promovido por don 
Cristóbal Vergara Carvajal.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a tres de abril de dos mil seis.–María 
Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–Roberto 
García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–
Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y 
rubricado. 

 8134 Sala Primera. Sentencia 104/2006, de 3 de abril 
de 2006. Recurso de amparo 7224-2002. Pro-
movido por don Javier Puente Hidalgo y otro 
respecto a las Sentencias de la Audiencia Pro-
vincial y de un Juzgado de lo Penal de Barce-
lona que les condenaron por delitos contra la 
propiedad intelectual y revelación de secretos 
de empresa.
Supuesta vulneración de los derechos al 
secreto de las comunicaciones, a la presunción 
de inocencia y a la tutela judicial efectiva: inter-
vención telefónica proporcionada para investi-
gar delitos informáticos; autos motivados y que 
identifican la página web y un teléfono móvil 
prepagado; condenas fundadas en prueba de 
cargo incriminatoria y practicada con garantías; 
sentencia de apelación que no es incongruente 
al pronunciarse sobre la responsabilidad civil 
derivada de delito; condena penal en apelación 
sin recurso ulterior (STC 41/1998).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, 
don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, 
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7224-2002, promovido 
por don Javier Puente Hidalgo y don Joaquín Redón Llo-
bregat, representado por el Procurador de los Tribunales 
don Francisco José Abajo Abril y asistido por el Abogado 
don Juan María Xiol Quingles, contra la Sentencia del 
Juzgado de lo Penal núm. 8 de Barcelona de 19 de junio 
de 2002 y la Sentencia de la Sección Octava de la Audien-
cia Provincial de Barcelona de 4 de noviembre de 2002. 
Han comparecido Canal Satélite Digital, S. L., represen-
tada por el Procurador de los Tribunales don Argimiro 
Vázquez Guillén y asistida por el Abogado don Nicolás 
González-Cuéllar Serrano, y la Asociación Fonográfica y 
Videográfica Española (AFYVE), representada por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María Dolores Maroto 
Gómez y asisitida por el Abogado don José Luis Cueto 
Faus. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente 

la Presidenta doña María Emilia Casas Baamonde, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 19 de 
diciembre de 2002, el Procurador de los Tribunales don 
Francisco José Abajo Abril, en nombre de don Javier 
Puente Hidalgo y don Joaquín Redón Llobregat, interpuso 
recurso de amparo contra las Sentencias mencionadas en 
el encabezamiento en virtud de las cuales don Javier 
Puente Hidalgo fue condenado como autor de un delito 
continuado contra la propiedad intelectual (art. 270.3 CP) 
a la pena de multa de dieciséis meses y ambos recurren-
tes, finalmente, como autores de un delito de descubri-
miento y revelación de secretos de empresa (art. 280 en 
relación con el art. 278.2 CP) a las penas de un año de 
prisión, con la accesoria de inhabilitación especial para el 
ejercicio del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo 
de la condena y multa de doce meses con cuota diaria de 
doce euros, así como al pago de la cantidad de tres mil 
ciento cincuenta y cinco euros con treinta y un céntimos a 
Canal Satélite Digital, S. L., en concepto de responsabili-
dad civil y costas procesales.

2. Los hechos más relevantes para la resolución del 
presente recurso de amparo son los a que a continuación 
se detallan:

a) El 24 de marzo de 2000, la Brigada Provincial de 
Policía Judicial de Barcelona (UDYCO, Sección de crimen 
organizado, grupo quinto, que tiene encomendada la per-
secución de los delitos relativos a la propiedad industrial 
e intelectual y los delitos asociados con la informática-
ciberdelincuencia) remitió informe al Juzgado de Instruc-
ción relatando que, a través de documentación recibida 
de forma anónima, había tenido conocimiento de la exis-
tencia de una página web en la que se ofrecen diversos 
productos informáticos, con precios inferiores a los de 
mercado, por lo que infiere que son copias no autoriza-
das. En dicha página web figuraba una dirección de correo 
electrónico y un teléfono móvil de contacto. La policía 
judicial comienza una primera investigación de la que 
resulta una segunda dirección de correo electrónico y las 
empresas gestoras de las mismas y el 18 de abril de 2000 
solicita del Juzgado autorización para recabar informa-
ción de las compañías que gestionan el servidor de la 
página web, las direcciones de correo electrónico y el 
teléfono móvil (Terra, Telefónica, UNI2-CTV), sobre los 
titulares de los mismos.

b) Por Auto de 18 de abril de 2000, el Juzgado de Ins-
trucción núm. 14 de Barcelona acordó la incoación de dili-
gencias previas (1242-2000, Sección A) y remitir los oficios 
interesados a Telefónica y UNI2 con el fin de identificar a 
los titulares del correo electrónico y teléfono móvil.

c) Por providencia de 15 de junio, el Juzgado de Ins-
trucción núm. 14 de Barcelona acuerda librar oficio a la 
Brigada Provincial de la Policía Judicial a fin de que 
informe del resultado de las gestiones realizadas. El 23 de 
junio de 2000 la policía judicial informa sobre el titular del 
correo electrónico identificándolo como don Vicente Capi-
lla Sánchez con un número de DNI y la imposibilidad de 
conocer el titular del teléfono móvil dado que corres-
ponde a una tarjeta prepago. La policía judicial prosigue 
la investigación sobre los datos del titular del correo elec-
trónico resultando que el DNI mencionado pertenece a 
don Javier Roig Gracia, siendo falsos los datos del domi-
cilio que figuraban. De otra parte se informó de los con-
tactos efectuados con dicha dirección de correo electró-
nico, llegando a su conocimiento que se ofertan otros 
productos como tarjeta descodificadora de Canal Plus TV, 
entre otros muchos, adjuntándose los listados de produc-
tos sacados de la página web y los enviados por correo 
electrónico.


